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	Hora: 
	2:30 p.m.

	Imputado: 
	Jorge Mario Morales Tapasco

	Cédula de ciudadanía No:
	9.873.109 de Pereira

	Delito:
	Hurto Calificado-Agravado y Porte Ilegal de Arma de Fuego de defensa personal.

	Víctima:
	Albeiro Duque Giraldo

	Procedencia:
	Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensoría pública, contra la sentencia condenatoria de fecha treinta (30) de Julio-07.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se puso en conocimiento que el día diez (10) de enero de la presente anualidad, tres (3) sujetos provistos de armas de fuego, hicieron su ingreso en el establecimiento de comercio del señor Albeiro Duque Giraldo, ubicado en la Mz 1 de la Ciudadela Tokio en esta capital, lo redujeron a la impotencia, se apoderaron de una suma de dinero en efectivo y de otros elementos. En ese instante arribó al lugar previamente advertida de la situación, una patrulla de la Policía Nacional que pudo dar captura en el acto a uno de los antisociales cuando aún se hallaba dentro del local, quien quiso despojarse del arma de fuego pero ésta fue recuperada. Los otros dos copartícipes lograron huir. 
1.2.- La Fiscalía imputó al capturado en presencia de un Juez de Control de Garantías el cargo como coautor en el punible de Hurto Calificado y Agravado contenido en los artículos 239, 240.4 y 241.10, en concurso heterogéneo con el Porte Ilegal de Arma del que trata el artículo 365 del Código Penal. La imputación asíformulada fue ACEPTADA por el indiciado, en forma espontánea, libre, voluntaria, consciente, debidamente informada y asistido de un profesional del derecho.
1.3.- A consecuencia de esa aceptación, el trámite se orientó por el procedimiento abreviado y el asuntó pasó al Juzgado Tercero Penal del Circuito con funciones de conocimiento de esta capital, autoridad que realizó la audiencia de individualización de pena y de sentencia, para finalmente culminar la actuación con un fallo adverso que declaró la responsabilidad penal de MORALES TAPASCO y le impuso pena privativa de la libertad equivalente a cuarenta (40) meses de prisión. Igualmente, la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso; sin lugar al cobro de perjuicios por no haberse intentado el incidente de reparación integral. Al acusado se le negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, lo mismo que la prisión domiciliaria.  
1.4.- Todos estuvieron conformes con lo decidido, no así la defensora pública quien interpuso el recurso de apelación, a cuyo efecto se remitieron los registros a este Tribunal.
2.- El Debate

2.1.- Defensora -recurrente-
Su patrocinado solicitó desde un comienzo el reconocimiento de la atenuante punitiva por ser el objeto material del ilícito inferior a un salario mínimo legal mensual vigente, como lo manda el artículo 268 C.P.; pero la Jueza negó esa reducción porque consideró que el valor era superior a ese monto. A su entender, es posible negar o conceder la diminuente pero siempre y cuando ese valor esté debidamente probado.
El método más apropiado para la demostración de la cuantía ha sido el testimonio del ofendido, pero eso no puede ser así simplemente; se requiere que esa versión esté debidamente soportada, porque es normal que las víctimas alteren el verdadero valor de lo perdido, es decir, inflen o sobrevaloren el precio de los bienes, y eso se puede presentar por múltiples causas, incluida la retaliación contra el autor.

Recuerda que el artículo 97 del Código Penal nos dice que el daño debe estar debidamente probado para que proceda la indemnización, y precisamente para ello se abre el respectivo incidente, en donde se tiene un espacio procesal apropiado para determinar potenciales excesos.
Para el caso que analizamos, asegura, el afectado nunca tuvo interés en decir en qué estaba representado el valor al cual hizo referencia, pues no se hizo presente al respectivo incidente. Por demás, tampoco demostró ser el propietario del establecimiento público en el cual acaeció el latrocinio.

En síntesis, solicita de la judicatura el reconocimiento del descuento punitivo al que se refiere el artículo 268 C.P. por desconocimiento del verdadero valor de los bienes y por falta de interés de la víctima en hacer la reclamación.
2.2.- Fiscal -no recurrente-
La víctima estimó el valor de lo hurtado en la suma de $530.000.oo; en consecuencia, se trata de una cantidad superior al un (1) salario mínimo al cual hace referencia la norma invocada por la defensora recurrente.
La parte inconforme nos dice que “en algunos casos la víctima exagera o miente”, pero en este caso no se ha demostrado que alguna de esas situaciones a las cuales hace referencia hubiese sucedido. Se trata de simples conjeturas.
El incidente de reparación de perjuicios no se realizó, por lo tanto, no se hacía necesaria la práctica de pruebas. Además, él aceptó los cargos tal cual le fueron formulados; en consecuencia, la Fiscalía envía el caso ante el Juzgado de conocimiento para el proferimiento del fallo, no hay otra alternativa procesalmente viable.

Por todo ello, pide se confirme la sentencia en los términos en que fue proferida.

3.- La Decisión

No observa la Corporación obstáculo alguno para pronunciarnos de fondo en el caso particular, por ausencia de irregularidades sustanciales que nos obliguen a retornar a una etapa procesal ya superada, bien por una falla de estructura o de limitación a los derechos fundamentales del procesado o cualquiera otra parte o interviniente en este proceso.
Para entrar en materia, diremos que la parte interesada en el recurso, centró su disenso única y exclusivamente en la no concesión del descuento por ser el valor de los bienes sustraídos inferior a un (1) salario mínimo legal mensual vigente, como lo manda el artículo 268 del Código Penal, siempre y cuando el inculpado no posea antecedentes penales o haya ocasionado grave daño a la víctima atendida su situación económica. 
Como se anunció en el acápite referido al debate, la togada hace énfasis en que no se le puede dar crédito a todo lo que digan los ofendidos en esta materia, porque ellos pueden estar interesados en alterar la verdad por múltiples motivos; además, porque las reglas del actual procedimiento están orientadas a exigir la plena demostración de los perjuicios y para ello se creó el incidente respectivo. 
A dilucidar esa problemática concentrará a continuación todos sus esfuerzos esta Sala de Decisión en los siguientes términos:
Como ya lo ha entendido este Tribunal en oportunidades anteriores
 y con ocasión del nuevo procedimiento con tendencia acusatoria, no por el hecho de haber desaparecido de la nueva codificación aquella disposición que indicaba que el valor de lo apropiado era el que mencionara el afectado en su denuncia, hay lugar a descartar su versión. El tema debe regularse por la regla de la libertad probatoria, porque así no exista la referida norma entiende el Tribunal que prima en principio el juramento estimatorio del ofendido, pues quién más que la persona perjudicada para decir cuánto valen sus pertenencias. Obviamente, con la posibilidad de que esa afirmación sea desvirtuada y se abra paso al referido principio que aún nos rige como se desprende del contenido del artículo 373 de la Ley 906 de 2004 que enseña: “los hechos y circunstancias de interés para la solución correcta del caso, se podrán probar por cualquiera de los medios establecidos en ese código o por cualquier otro medio técnico o científico, que no viole los derechos humanos”. 
Obsérvese que si se habla de “cualquier medio probatorio”, es porque todos caben y no puede por supuesto desecharse precisamente el de la víctima; si fuese así, entonces también habría que descartar, con iguales argumentos esbozados por la defensa técnica, la narración del afectado con el delito para todos los demás efectos del proceso, incluida la demostración del delito y la responsabilidad del autor, lo que por supuesto se constituirá en un superlativo despropósito.
No se podría tampoco, partir de presumir la mala fe en los afectados con el delito, cuando se sabe además que en la mayoría de los acontecimientos las personas justiprecian sus pertenencias sin contar necesariamente para ello con un soporte documental que respalde su dicho, como podrían ser las facturas de compra. 
De igual modo y salvo casos de excepción, no habría lugar a exigir siempre la previa realización de un peritaje que corrobore la cuantificación hecha por el ofendido, a efectos de poder adelantar el procedimiento y concretar el acogimiento a los cargos. Todo lo cual no impide por supuesto, en caso de llegarse a justificar en algún evento particular, proceder de esa manera para darle claridad a alguna situación confusa en la materia; situación que, como veremos más adelante, no era necesaria en el presente asunto.
En conclusión, tanto bajo la égida del citado precepto, como después de su existencia, siempre ha prevalecido la libertad probatoria en este tema, porque se parte del sano entendimiento que lo indicado por el denunciante no es algo definitivo y está sujeto a una amplia controversia.

Lo que aquí sucedió, no fue otra cosa que tanto la Fiscalía como los Jueces de Garantía y de Conocimiento, tuvieron como válido el relato que bajo juramento hizo el señor ALBEIRO DUQUE GIRALDO de todo lo ocurrido, incluido por supuesto el valor estimatorio de lo apropiado. De esa narración el Tribunal se ve en la obligación de rescatar lo siguiente: 

(i) Dijo ser el propietario de ese Minimercado que venía funcionando desde hacía seis meses y que es la única persona que lo atiende pues según lo refiere “es su negocio”. No hay lugar a exigirle que enseñe prueba documental al respecto como lo expone la parte que recurre. Lo que él expresó es tan válido, que precisamente fue a él a quien los antisociales le exigieron la entrega de esos valores porque ya sabían que él tenía plata; y en efecto era el señor ALBEIRO quien tenía en su poder el dinero producto del realizo y tuvo que entregarlo a raíz de la violencia ejercida en su contra. Mínimo entonces, era el tenedor legítimo de esos elementos.
(ii) No halla sentido la afirmación según la cual, el ofendido no supo precisar en qué está representada la cifra de los $533.000.oo que anunció como valor de lo sustraído; porque si miramos bien la denuncia, allí se deja consignado claramente que: “lo que se me robaron en efectivo fueron $533.000.oo”, e incluso explicó en donde estaba repartido ese dinero para el momento en que los antisociales hicieron su ingreso intempestivo.
(iii) No hay lugar a dudar que en tratándose de un establecimiento como el que se menciona, la posesión de esa cantidad de moneda circulante no tiene nada de extraño, es algo que no admite objeción alguna de conformidad con las reglas que orientan la sana crítica.
Para rematar esta argumentación, digamos que fue el hoy acusado quien de manera libre, espontánea, consciente, debidamente informado y asistido por una profesional del derecho, se despojó, a sabiendas de las consecuencias que ello le acarreaba, de los derechos a controvertir en juicio la prueba obrante en su contra, a no autoincriminarse y a esgrimir a su favor el in dubio pro reo. Siendo así, no es admisible que ahora se pretenda desconocer la parte fáctica de la imputación, dentro de la cual estaba incluida, por supuesto, la cuantía de lo apropiado. 
La providencia impugnada fue acertada en cuanto a no hacer el descuento punitivo por la menor cuantía y en ese sentido se confirmará.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso en lo que fue materia de recurso.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

            LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Cfr. entre otras, la Sentencia del veintiséis (26) de Septiembre de 2006, Rad. 660016100036-2006-01839-01, M.P. Jorge Arturo Castaño Duque.               
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